ACTA N° 68

N° 68 .- Sexagésima octava acta de la sesién celebrada por la Asamblea Nacional Consti-
tuyente a las catorce horas y media del dia dieciséis de mayo de mil novecientos cuarenta y nue-
ve, bajo la presidencia del Doctor Rodriguez. Presentes los sefiores Diputados Vargas Ferndndez
y Ortiz Martin, Secretarios; Arias, Acosta Jiménez, Acosta Piepper, Arroyo, Baudrit Gonzé-
lez, Baudrit Solera, Brenes Gutiérrez, Brenes Mata, Desanti, Dobles, Esquivel, Facio, Fournier,
Gémez, Gonzdélez Flores, Gonzélez Lujan, Guido, Herrero, Jiménez Nufez, Leiva, Madrigal,
Monge Ramirez, Montiel, Oreamuno, Pinto, Solérzano, Trejos, Valverde, Vargas Castro, Vargas
Vargas, Volio Jiménez, Volio Sancho, Zeledén; y los suplentes Castaing, Moria, Rojas Espinosa,
Chacén Jinesta, Castro Sibaja, Elizondo, Jiménez Quesada, Lobo y Carrillo.

Articulo 1°.— Se ley6 y aprobé el acta de la sesién anterior.

Articulo 2°.— Se leyeron varios telegramas y comunicaciones dirigidos a la Asamblea res-
pecto a la medida adoptada que prohibe a sacerdotes ser electos diputados.

Articulo 3°.— Se continué en la discusién del articulo 82 de la Carta del 71. Sobre el inciso
16) se presenté la siguiente mocién del grupo Social Demécrata: “Para adicionar al inciso 16)
del articulo 82, con el pdrrafo que sigue: “Para determinar la ley de la unidad monetaria, la
Asamblea deberd recabar la opinién del organismo técnico encargado de la regulacién mo-
netaria, y para separarse de dicha opinién requerird el voto de las dos terceras partes de sus
miembros.”

El Diputado TREJOS razond su voto negativo a la mocién en debate en los términos
siguientes:

He meditado serenamente sobre la mocién presentada a la Asamblea por los sefiores
Representantes del Partido Social Demécrata. Tiene dos puntos separables esa mocién: prime-
ro, para que la Asamblea Legislativa recabe la opinién de los técnicos cuando se tratare de
proceder a determinar el valor de la moneda, y segundo que el dictamen de estos técnicos
Unicamente pueda ser desatendido por los legisladores, con dos tercios de los votos que
emitan.

En cuanto a la consulta, me parece innecesario que la Constitucién la ordene. La préctica
ordinaria de los legisladores ha sido la de asesorarse de los entendidos en la materia. Eso es
lo racional. Tampoco la Carta dice algo acerca de la consulta al pueblo, sin embargo, esta
es una obligacién técita de los diputados; ellos deben observar la opinién publica para tomar
sus decisiones.

En cuanto al privilegio que se desea tengan los técnicos, exigiendo dos tercios de votos
para rechazar sus dictdmenes, me parece que eso valdria, nada menos, que darles prefe-
rencia frente a los portadores de la moneda; significa preferirlos a la ciudadania, que es la
directamente interesada como duefia del numerario. Esté bien que se consulte a los expertos,
pero a quienes primero hay que obedecer en una Asamblea Legislativa es a los ciudadanos.
Para eso se discuten los asuntos, fuera de la Camara, por la prensa y por la radio.

Y considerando el problema por otro aspecto, hay que ver cémo con ese requisito consti-
tucional, quedan los diputados en situacién bastante desairada. Puede haber igualmente en
la Cdmara de Diputados expertos distinguidisimos como el mismo sefior Facio, proponente
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de la mocién, y como el Licenciado don Manuel Francisco Jiménez, aqui presente también.
Ademds, los técnicos pueden no estar en lo cierto. Tenemos ejemplos para demostrarlo.

El creador de la Caja de Conversidn era un técnico esclarecido que logré del Congreso
una ley de gran provecho para la economia del pais. Pero afos después, cuando las preca-
rias circunstancias del mundo indicaban la conveniencia de una modificacién del valor de la
moneda, tal como se hizo mds tarde en los Estados Unidos, en Costa Rica, otros dos técnicos,
lo que hicieron fue la fécil destruccién del excelente organismo monetario que teniamos.

El Congreso de aquellos afios, asesorado también por los técnicos, dicté la Ley de Control
de Cambios. Esta ley ha sido reformada repetidas veces por su ineficacia, atendiendo siem-
pre dictdmenes técnicos, y ya hemos visto cémo sélo ha servido para trastornar la economia
del pais.

Ofro técnico renombrado propuso después al Congreso una ley de moneda que fue des-
echada por insélita y paraddjica. Posteriormente, creo que a instancias del Fondo Monetario
Internacional, organismo técnico también, fue dictada por el Congreso una ley de moneda
l6gica y justa, para fijar una paridad de oro a nuestro colén.

Se dio esa ley el afio 1947 y determina en 158 y fraccién de miligramo de oro, el valor
de nuestra unidad monetaria, pero es una ley que no se ha podido cumplir. El Departamento
Emisor del Banco Nacional, que es la institucién obligada a cumplir esa ley, por fuerzas que
escapan a su intervencién, deja que la moneda se desvalorice cada dia mds.

Para lo Gnico que ha servido la ley de control de divisas, emitida, como lo hemos visto,
mediante dictamen técnico, ha sido para encubrir la infraccién de la ley de moneda. El tipo
oficial del Banco sobre el délar no varia del 5,67, pero todos sabemos que esta es una
ficcion.

Por todas estas razones no estoy de acuerdo con que la soberania del Poder Legislativo
venga en mengua en atencién a dictdmenes técnicos. Los representantes del pueblo deben
asesorarse consultando a los expertos, para formar sus juicios sobre la materia, pero no esta
bien que se restrinja su facultad de decidirse en una u ofra forma. Ademds, piénsese bien en
que hay técnicos pertenecientes a diversas escuelas econdmicas, con cuyas teorias pueden
estar en desacuerdo la mayoria de los diputados.

El precepto constitucional sobre la moneda, creo que debe quedar como lo acaba de
aprobar esta Asamblea Constituyente: conciso, claro y sin frases acopladas que limiten la
libertad del Poder Legislativo.

“Dictar la ley de la unidad monetaria y legislar sobre la moneda, el crédito, las pesas
y medidas”, es una de las atribuciones de mayor importancia de la Asamblea Legislativa;
debe ejercerse, primero que todo, con el entendimiento previo y la conformidad general del
publico.

El Representante FACIO expresd que los argumentos para oponerse a la mocién por ellos
suscrita, se han localizado fundamentalmente en una defensa del concepto soberano que el
Derecho Constitucional Democrdtico les adscribe a los cuerpos legislativos. Aclaré que en su
mocién no habia la intencién de hacerle perder fuerza a ese concepto de la soberania de la
Asamblea Legislativa. “Pensamos que estamos aqui para darle al pais las mejores instituciones,
que garanticen de mejor manera los intereses del pueblo, porque la democracia no sélo es el
gobierno del pueblo, sino que lo es para el pueblo. Agregd que la mocién suscrita, entre otros,
por él no era la verdad revolucionaria, como habia querido insinuarse. Si se consideraba tal
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término, revolucionaria resulta ser la disposicién del Proyecto del 49 que quita al Congreso y al
Ejecutivo toda clase de participacién en el proceso electoral, poniéndolo en manos del Tribunal
Supremo de Elecciones. Esta disposicién si puede llamarse revolucionaria en cuanto le quita al
Congreso una atribucién que siempre ha tenido: la de hacer la declaratoria del nombramiento
de los funcionarios de eleccién popular. Alli si que se estén rompiendo principios tradicionales.
Y esa disposicién, que parece contar con el apoyo de la Asamblea, juzgada conservadora-
mente, si que significaria un atentado contra la soberania del Congreso, porque ella querria
decir que en el momento de proceder a calificar su propia integracién, se ve despojado de esta
tradicional y légica funcién, para desplazarla a un organismo que no es de eleccién popular,
como el Tribunal Supremo de Elecciones. Aiadié que eran razones de orden préctico lo que los
movia a pedir la participacién de los organismos técnicos, especializados, en la promulgacién
de aquellas leyes que los afecten directamente. Sin embargo, como bien puede ocurrir que los
propios técnicos se equivoquen y aun que obren por ofros intereses que no sean los nacionales,
le queda a la Asamblea la posibilidad de desconocer el dictamen en cuestién por los dos tercios
de sus votos, mayoria que facilmente se podrd lograr si el proyecto es erréneo o notoriamente
perjudicial para el pais. Dijo que era cierto que la Ley de Moneda decretada por el Congreso
pasado habia seguido textualmente las indicaciones del Consejo Emisor, pero que no siempre
las cosas han sucedido de esta manera. Que es necesario que la Asamblea recabe obligatoria-
mente el criterio de los técnicos. Que debe tomarse el pulso a los organismos técnicos, especia-
lizados, que también son representativos del pueblo, de sus intereses, dentro del cargo de las
funciones que se les han encomendado. El pais ~terminé diciendo- necesita que los problemas
mds complejos de su existencia se resuelvan en la forma que garanticen mejor los intereses del
pueblo”.

El Diputado VOLIO SANCHO también se pronuncié en defensa de la tesis anterior. Ma-
nifesté que estimaba saludable la medida desde el punto de vista institucional, pues en casos
muy calificados como el que ha promovido este debate —es necesario que la Asamblea consulte
la opinién de los organismos técnicos—. Agregd que se debia tomar en cuenta que la funcién
legislativa constituye un proceso delicado y dificil, y para llevarlo a cabo se requieren una
serie de conocimientos que desgraciadamente no suelen tener las Asambleas Legislativas. Hay
circunstancias en que la opinién de los técnicos debe ser atendida. Afadié que sin perjuicio del
concepto de la soberania popular, se deberia ir abandonando la ficcién, en virtud de la cual
debe tenerse por cierto que al hablar un Diputado, habla por él, el pueblo que lo ha elegido. En
teoria esto es cierto, pero no resiste la fuerza de un andlisis sereno. No se puede afirmar que en
las Cdmaras estén siempre aquellos elementos escogidos libremente por las masas populares.
Generalmente son pequefios grupos de personas las que nominan los candidatos a diputados.
Ha habido el caso de representaciones populares que se apartan del querer y del sentir de la in-
mensa mayoria de nuestro pueblo, como el Congreso que decreté la anulacién de las elecciones
de febrero de 1948. La mayoria del primero de marzo no representaba los intereses nacionales.
“Si esto es asi —continué diciendo-, spor qué vamos a empefiarnos en que la voluntad absoluta
de una Asamblea Legislativa deba tenerse siempre como la expresién de la voluntad populare
Expresé luego que la medida de la mocién en debate es de gran importancia para la eficiencia
de las labores legislativas. De adoptarse es de suponerse que una ley emitida con ese criterio
serd més adecuada y conveniente para los intereses nacionales. Por eso votaré la mocién que
suscribe la fraccién Social Demécrata”.
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El Diputado GUIDO expresé que no votaria la mocién en debate, porque siempre el grupo
de los técnicos, que aconsejardn sobre determinado proyecto de ley es mds reducido que los
infegrantes de una Asamblea y, en consecuencia, mds fécil de ser influenciados por una compa-
fifa extranjera interesada en colocar en el pais un gran empréstito.

El Diputado BAUDRIT GONZALEZ dijo que la mocién debia ser meditada con mayor am-
plitud, pues encerraba materias de suma importancia relacionadas con aspectos revoluciona-
rios, pues al suprimir las funciones de la Asamblea Legislativa, para dejarlas en manos de los
técnicos, a la larga el pais puede confrontar graves consecuencias, que no podemos calcular.
Por esta razén sugirié que se aplazara la discusién de este inciso, hasta tanto se publicara en
La Gaceta, lo que permitiria a los sefiores representantes una mayor meditacién y estudio de la
mocién.

El Diputado ARIAS BONILLA manifesté que no se sentia inclinado a votar la mocién en
debate, no obstante que reconocia que en un asunto como el de la fijacién de la unidad mone-
taria, deben intervenir los técnicos. Agregd que nunca la Asamblea habia discutido esta clase
de materias por cuenta propia. Siempre han sido presentadas a conocimiento del Congreso
por el Poder Ejecutivo, por conducto del Ministerio de Hacienda y casi siempre a instancias de
los técnicos. También junto con el asunto ha venido la opinién de los que més entienden en la
materia. Agregé que no creia que en el futuro una Asamblea obrara de otro modo. De ahi que
lo que echan de menos los proponentes de la mocién, es una situacién que no ocurrird. Dijo que
las reglas que se establecen son muy delicadas y cercenan las atribuciones de la Asamblea, lo
que puede traer consecuencias graves para el pais. No puedo aceptar que la autoridad de la
Asamblea se sienta coartada por la opinién de los técnicos, pues éstos también pueden equi-
vocarse. Por eso no votaré la mocién en la forma presentada. Mds bien lo que cabria es decir
que la Asamblea en estos asuntos técnicos, tiene la obligacién de consultar a los organismos
especializados en la materia, pero sin exigir el requisito de que sélo podrd apartarse del criterio
de los organismos consultados, mediante el voto de dos tercios.

El Diputado FACIO de nuevo hizo uso de la palabra y dijo, en relacién con las palabras
del Representante Guido, que la hipétesis peligrosa apuntada por dicho diputado de que una
compaiia extranjera, para forzar la aprobacién de un contrato, recogiera opiniones de técnicos
contratados por ella, y colocara asi a la Asamblea en situacién de tener casi que acogerse a lo
sugerido por dicha compafiia, no era posible tenerla en cuenta dentro de la mocién en debate,
ya que ésta se refiere a la opinién de las instituciones técnicas del Estado, en las cuales existe
un personal especializado en largos afios de labores, que ha desarrollado una gran lealtad y
una gran responsabilidad para con la institucién y para con el pais. La opinidn de estos exper-
tos es la que pida la mocién, no la de aquellos expertos privados, como lo sugiere la objecién
del sefior Guido, que pudiera ser comprado por tal o cual compaiia. El peligro apuntado, en
consecuencia, no existe. Ningun interesado en alguna ley de orden técnico podrd forzar a la
Asamblea con opiniones ajenas a las de los funcionarios responsables de las instituciones del
Estado. En relacién con lo dicho por el Representante sefior Arias, en cuanto a que las institucio-
nes técnicas pueden también equivocarse, lo ha reconocido asi desde su primera intervencién
en este asunto, y por eso no se deja en las manos exclusivas de la Asamblea. Pero, la pregunta
es ésta: 3quién es mds facil que se equivoque: un cuerpo por definicidn y por origen puramente
politico, o una organizacién piblica especializada en materia correspondiente? En cuanto a
la critica del sefior Arias de que el Consejo Emisor del Banco Nacional de Costa Rica se equi-
vocé profundamente al no alterar en el curso de todos los afios que van corridos desde que en
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1936 se establecié el nuevo sistema bancario, entiende que es cuestién de opiniones. El propio
Diputado que habla, expuso a su hora su opinién condenatoria por tal proceder del Consejo.
Sin embargo, en las Gltimas tendencias que en materia cambiaria estdn privando en el mundo,
han venido a darle la razén al Consejo en el mantenimiento de un tipo de cambio fijo durante
la época de la guerra. En esa época, Costa Rica tuvo ingresos extraordinarios de délares por
concepto de empréstitos, inversiones privadas y piblicas del Gobierno Americano, etc., efc. Lo
légico parecia desvalorizar el délar en términos del colén, y si el asunto hubiera estado direc-
tamente en manos del Congreso, no habrian faltado argumentos demagdgicos en cuanto a la
necesidad de abaratar el costo de la vida, de aumentar las importaciones, etc., efc.; y se hubie-
ra llegado a la baja del tipo de cambio del délar en colones. Sin embargo, la verdad es que
nada se hubiera resuelto con eso: délares més baratos no habrian incrementado la importacién
porque los Estados Unidos en guerra, hacian sus exportaciones en forma de cuotas fijas sobre
las que ninguna influencia podia tener la cotizacién internacional de las monedas; délares més
baratos no habrian tampoco abaratado el costo de la vida en el pais, en primer lugar porque,
por lo dicho antes, no se hubiera contado con mds articulos de importacién, y en segundo lugar,
porque, a falta de un buen control de precios en el mercado interno, el que se hubiera quedado
con la ganancia habria sido el comerciante importador o distribuidor. A mds de que la baja
habria afectado adversamente la industria del café. Luego, parece que el Consejo hizo bien
en actuar como hizo. Igual politica siguieron durante la guerra prdcticamente todos los paises
latinoamericanos, y un experto norteamericano, Seymour E. Harris, en un estudio integral del
problema monetario de guerra, ha demostrado la conveniencia y la légica de esa politica. Por
lo demds, en la Conferencia de Breton Woods sobre el Fondo Monetario Internacional, celebra-
da hace tres o cuatro afos, se adopté internacionalmente el principio de que la regla cambiaria
debe ser la estabilidad, y de que no puede irse a alteraciones en el valor internacional de la
moneda sino en casos extraordinarios, muy bien calificados y sujetos a la aprobacién del propio
Fondo Monetario Internacional.

“Quiero terminar agradeciendo las finas palabras que para mi ha tenido el sefior Arias,
pero advirtiéndole que yo no soy un técnico ni mucho menos, sino tan sélo un entusiasta aficio-
nado a estos problemas econémicos.””

Se continud en la discusién del inciso 17).

Sobre éste se presenté la siguiente mocién de los sefiores Esquivel y comparieros: “Su-
primirlo definitivamente. En su lugar se leerd el concepto contenido en el inciso veinte de la
Constitucién del 71", que dice: “Promover el progreso de las ciencias y de las artes, y asegurar
por tiempo limitado, a los autores o inventores, el exclusivo derecho de sus respectivos escritos
o descubrimientos.”

El Diputado ESQUIVEL explicé que consideraba que esa disposicién del inciso veinte no
debe desaparecer de la nueva Carta Politica, por cuanto es la base sobre la que se asienta la
propiedad literaria e industrial.

El Representante BAUDRIT SOLERA aclaré que la idea del Proyecto del 49, no fue suprimir
este inciso, sino colocarlo en el lugar que le corresponde, en el articulo 57, formando parte del
capitulo de la Propiedad Privada, en forma mds amplia. Agregé que por esa razén no votaria
la mocién en debate, la que, puesta a votacidn, se aprobé.

Sobre el inciso 18) se presenté la siguiente mocién también de los sefiores Esquivel y com-
paferos: “Suprimir este concepto por estar ya contenido en el inciso 15) de esta mocién y en su
lugar establecer el concepto del inciso 21) de la Constitucién del 71, que dice: “Crear estable-
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cimientos para la ensefianza y progreso de las ciencias y de las artes, sefialédndoles renta para
su sostenimiento, y procurando con particularidad generalizar la ensefianza primaria.”

El sefior BAUDRIT SOLERA expresé que no votaria la mocién anterior, pues cuando se dis-
cuta el capitulo sobre la cultura, habré ocasién de ampliar ese concepto en la forma establecida
en el articulo 69 del Proyecto del 49.

Sometida a votacién la mocién anterior, fue aprobada.

Sobre el inciso 19) se presenté mocién de los mismos proponentes de la anterior, que dice:
“Suprimir este concepto por estar ya contenido en el nimero 16) de esta mocién y en su lugar
establecer el 22) de la Constitucién del 71, que dice: “Crear los Tribunales y Juzgados y los
demds empleos necesarios para el servicio nacional”. También fue aprobada.

La Comisién de Reformas del Unién Nacional presenté mocién para agregar al articulo 82
los tres siguientes incisos:

“20) Examinar las infracciones de la Constitucién y disponer lo conveniente para hacer
efectiva la responsabilidad de los infractores;

21) Oftorgar por los dos tercios de votos de la totalidad de sus miembros amnistia e indul-
tos generales por delitos politicos, con excepcidn de los electorales, respecto de los que no
cabe ninguna gracia; y

22) Darse el reglamento para su régimen interior el que una vez adoptado no se podré
modificar sino por los trédmites de toda ley, exceptuando Unicamente la sancién del Poder
Ejecutivo.”

El Representante ESQUIVEL explicé que los tres incisos anteriores lo son el 21), 22) y 23)
del articulo 184 del Proyecto del 49, los que por su importancia, les parecié que deberian figu-
rar en la nueva constitucion.

El sefior CHACON JINESTA expresé que no estaba con el inciso 20), porque tiende a darle
a la Asamblea una funcién muy amplia. Casi todos los delitos que contempla el Cédigo Penal
son infracciones a la Constitucién. Las responsabilidades también estén contempladas en el mis-
mo Cédigo. Con esta mocién —dijo- se le estd dando a la Asamblea la funcién de Agente Fiscal.
De ahi que no votaria la mocién. El Diputado ESQUIVEL dijo que la objecién anterior no tenia
razén de ser, por cuanto el concepto, tal y como estd expresado, es lo suficientemente claro,
pues se refiere a los funcionarios que violan la Constitucién. El sefior ORTIZ expresé que consi-
deraba muy grave que se le encomendara a la Asamblea una atribucién semejante. Aclaré que
no tendria inconveniente si esta atribucién se traspasa al Poder Judicial. De acuerdo con este
articulo —dijo~ un abogado tendria que acudir a la Asamblea para acusar a un funcionario que
haya infringido la Constitucién, como en el caso ocurrido en Costa Rica de que un Presidente, le
haya cancelado la nacionalidad de origen a una persona, a fin de sacarlo del pais y quitarle sus
bienes. Agregé que, a pesar de comprender la razén del inciso, no lo votaria porque se estaban
invadiendo funciones judiciales. Aclaré, sin embargo, que su proceder no significa, en modo
alguno, que estuviera defendiendo la tesis que las transgresiones a la Constitucién no deban
ser sancionadas, sino la forma planteada que traeria una constante, corriente de peticiones en
pleitos perdidos. El sefior CHACON intervino nuevamente en el debate para insistir en su punto
de vista anterior. No es a la Asamblea a quien le corresponde sancionar las violaciones a la
Carta Politica. Para eso el Cédigo Penal, en su articulo 372, establece sanciones para aquellos
funcionarios que no cumplan las disposiciones de la misma. El Diputado CARRILLO dijo que el
principio no significaba una innovacién, porque estd contenido en el articulo 137 de la Carta
del 71, con el que no se ha presentado ninguna dificultad o conflicto. El sefior VOLIO JIMENEZ
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expresd que la realidad era que esa disposicién de la Constitucién del 71 nunca se habia
cumplido. La materia estd tratada concretamente en el Cédigo Penal y en el de Procedimientos
Penales. Por eso estd porque se elimine ese precepto.

Puesta a votacién la mocién respecto al inciso 20), fue desechada.

Se discuti6 luego el inciso siguiente, el 21). El Diputado ZELEDON rogé que le explicaran la
diferencia entre delitos politicos y electorales, pues él los consideraba ambos como muy graves
y no hacia discriminacién alguna entre

ellos. El sefior LOBO observé que la Asamblea estaba interviniendo en un punto en el
que no debia intervenir, porque el régimen de la gracia le corresponde al Poder Ejecutivo. El
Diputado Esquivel declard que se le estaba quitando al Ejecutivo una atribucién, de acuerdo
con el inciso 20) del articulo 109 de la Carta del 71. Esa atribucién —dijo- se ha creido conve-
niente quitarla de manos del Presidente y ponerla en la Asamblea. La mocién se refiere Gnica
y exclusivamente a amnistia por delitos politicos y no por los electorales, que son aquellos que
tienden a falsear, mediante ciertas maniobras, la realidad numérica de una eleccién. El Diputa-
do HERRERO expresd que a veces los delitos politicos son més graves que los electorales, por
lo que no votaria la mocién. El Representante VOLIO JIMENEZ explic que el verdadero delito
politico es el que surge de una contienda de partidos. Son hechos que debe calificar la Corte
Suprema de Justicia, para recomendar al Ejecutivo el indulto como se ha hecho siempre en
Costa Rica. Agregd que dejar eso en manos de la Asamblea es lo més peligroso. Es preferible
que los delitos politicos los examine serenamente el Ejecutivo, previo el dictamen de la Corte. La
Asamblea obraré guiada por un sentido partidarista, por lo que no votaré la mocién en debate.
El Diputado CHACON manifesté que tradicionalmente el régimen de gracia se ha concedido
al Ejecutivo en todos los paises. Existen dos clases de gracia: la amnistia y el indulto. Para la
primera no es necesario pronunciamiento de la Corte. 3Por qué se le quita esa facultad al Poder
Ejecutivo de otorgar la gracia y se traspasa a una Asamblea politica? Afadié que los diputados
también son beneficiarios de los delitos politicos y electorales. El Diputado FOURNIER intervino
en el debate para decir que este inciso era necesario relacionarlo con otro del Proyecto del 49
que quita la facultad del Poder Ejecutivo de otorgar indultos en casos de delitos comunes, para
traspasarla a la Corte Suprema de Justicia. El propésito de la Comisién Redactora del Proyec-
to, al quitarle al Ejecutivo el régimen de gracia, fue porque consideraron que la gracia se ha
prestado en el pasado a grandes alcahueterias por razones politicas o de simples influencias
ministeriales. Afiadié que ese derecho del Poder Ejecutivo no era sino el resabio del derecho
absoluto de que gozaban los monarcas antiguos. Es necesario que el régimen de gracia se
lleve a cabo mds cientificamente; que los indultos por delitos comunes corresponda hacerlos a
la Corte, y los politicos, a la Asamblea. Muchas veces la tranquilidad del pais requiere esos
indultos en materia politica. Tampoco se podria dejar esta facultad en manos del Poder Ejecu-
tivo, porque generalmente la gracia se ha tramitado en los despachos de un Ministerio, sin la
participacién de la opinién piblica, que si se manifiesta a través de una Asamblea Legislativa.
La Asamblea, en sesiones publicas, sabrd decidir cuando la tranquilidad del pais requiere que
no se apliquen las disposiciones del Cédigo Penal, a quienes hayan cometido delitos politicos.
El Diputado ORTIZ declaré que no estaba de acuerdo con que se le quitara al Poder Ejecutivo
la facultad de conceder la amnistia en delitos politicos. Dijo que los delitos politicos son de
otra indole que los comunes, pues se deben a la exaltacién de las pasiones con motivo de
una campana politica. Es un recurso de buen gobierno que permite al Presidente en momento
oportuno fraternizar a los costarricenses. Es més fécil que el Presidente le tome el pulso al pais
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para oforgar, en determinado momento, cuando las circunstancias sean favorables, amnistia
por delitos politicos. El Presidente otorga amnistia en aras de la conciliacién nacional. Traer eso
al Congreso, significaria mantener al pais en constante agitacién de pasiones, precisamente lo
opuesto de lo que se persigue al conceder la amnistia por delitos politicos. El Presidente tiene la
obligacién de mantener la paz y tranquilidad de la Repiblica y para ello tiene el recurso de usar
de la amnistia. El Representante ACOSTA JIMENEZ declaré que votaria la mocién presentada,
pues la facultad de la gracia no debe continuar estando en manos del Ejecutivo. Histéricamente
—dijo- es un resabio el mantenimiento de esta facultad en manos del Presidente. Se remonta a la
época en que los monarcas absolutos tenian la gracia de perdonar a los delincuentes. 3Cémo
es posible que esté en manos del Ejecutivo perdonar los delitos politicos? Son delitos tan graves,
que lo prudente y légico es que la facultad de perdonarlos esté en manos de la Asamblea, en
la que participa la opinién publica. Seria muy grave dejar esta facultad en manos de un solo
hombre. Lo propio es dejarla a las Asambleas deliberantes. El Diputado Facio expresé que la
mocién se referia a una materia que ha sido resuelta en igual forma por varias Constituciones
de América y Europa, a saber: Argentina, Bolivia, Francia, Brasil, Colombia, Chile, Ecuador,
Uruguay, Cuba, El Salvador, Honduras, México, Nlccrcguo Panamé y la de la Repiblica
Espafiola, lo que demuestra que se frata de una tendencia general. El Representante ZELEDON
declaré que no votaria la mocién. Cuando llegue la oportunidad de discutir el capitulo del Poder
Ejecutivo presentaria mocién para que los delitos politicos no tengan amnistia, pues no se trata
de simples delitos, sino de verdaderos crimenes, que no deben quedar impunes. Agregé que el
germen del descontento del pueblo, se debia precisamente a que se perdonaba esa clase de
delitos, sin castigar a los responsables de los mismos.

Agotado el debate en torno a la mocién, sometida a votacién fue aprobada.

Se discutié luego el inciso siguiente, el 22) de la mocién de los sefiores Esquivel y compa-
fieros que se refiere al Reglamento del Congreso.

Fl Representante VARGAS FERNANDEZ presenté varias objeciones a la mocién en debate.
Criticé el hecho de que el Reglamento Interior de la Asamblea no pudiera ser reformado, sino
por los trdmites de toda ley, lo que vendria a causar tropiezos en la marcha de la Cémara,
pues en muchos casos se requiere una reforma rdpida del Reglamento, a fin de sesionar, por
ejemplo, los sébados o en horas que no son reglamentarias. Para estos casos bastaba con que
una mayoria de los dos tercios de la Cédmara asi lo acordara. Sugirié a los proponentes de la
mocién variarla en el sentido de que el Reglamento sélo podré ser reformado si asi lo acuerdan,
cuando menos los dos tercios de los integrantes de la Asamblea. Los autores de la mocién en
debate acordaron variar la misma en el sentido anteriormente apuntado. Sometida a votacién,
se aprobd. En consecuencia el inciso 21) se leerd asi: “Darse el Reglamento para su régimen
interior, el que una vez adoptado no se podrd modificar sino por el voto por lo menos de las dos
terceras partes del total de los miembros de la Asamblea.”

Como el inciso 13) habia quedado suspenso y en vista de que la materia a que se refiere
es de suma trascendencia, el Diputado VOLIO SANCHO presenté mocién de orden a fin de
posponer su discusién hasta que cada uno de los sefiores representantes tuviera una copia de la
mocién de la Comisién de reformas del Unidn Nacional. Asi se acordé.

La fraccién Social Demécrata presenté mocidn para agregar al articulo 82 un inciso 22), que
diga: “Nombrar Comisiones de su seno para que investiguen cualquier asunto que la Asamblea
les encomiende e informen a la misma para que dicte las medidas que considere apropiadas.
Las comisiones tendrdn libre acceso a todas las dependencias oficiales para realizar las investi-
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gaciones y recabar los informes que juzguen necesarios. Podrdn recibir toda clase de pruebas
y hacer comparecer ante ellas a cualquier persona con el objeto de interrogarla”. El Diputado
FOURNIER explicé los alcances de la mocién anterior. Dijo que el sistema de comisiones no era
nada nuevo en los cuerpos legislativos de Costa Rica. Sin embargo el propésito que persigue
la mocién es darles en el futuro mayor vitalidad e importancia. Es necesario que las comisiones
parlamentarias se interesen por los problemas nacionales, lo que dard mayores oportunldodes
a la democracia costarricense. El Sefior CHACON JINESTA declaré que no votaria la mocién,
por cuanto el asunto de Comisiones debe quedar al arbitrio del Reglamento interior de la propia
Asamblea y no consignarse como precepto constitucional. El Represen’rcm’re ZELEDON dijo que
la votaria, pues se tiende a que las futuras Asambleas se interesen mds por los problemas de la
vida nacional.

Sometida a votacién, fue aprobada.

La fraccién Social Demécrata presentd otra mocién para adicionar el articulo 82 con un
inciso 23) que se lea: “Formular interpelaciones a los Ministros de Gobierno y, ademés, dar
votos de censura a los mismos funcionarios cuando a juicio de la Asamblea fueren culpables de
actos inconstitucionales o ilegales, o de errores graves que hayan causado o sean susceptibles
de causar perjuicio evidente a los intereses piblicos. Se exceptian de ambos casos, los asuntos
en tramitacién de cardcter diplomético o que se refieran a operaciones militares pendientes.”!

El Diputado FOURNIER explicé los alcances de la proposicién anterior, que viene a im-
plantar en Costa Rica un sistema semiparlamentario, que se practica en algunos paises de
América, como en Cuba, Guatemala y Perd. Es un sistema intermedio entre el presidencialista,
que hemos vivido siempre en Costa Rica y el parlamentario, adoptado en la mayoria de los
paises de Europa. Se ha comprobado que el sistema parlamentario, como el de Inglaterra, no
es adecuado para los paises latinos. Lo ocurrido en Espaiia, Italia y Francia, lo demuestra. Pero
se ha creido que un sistema intermedio si puede adaptarse a la ideologia de los pueblos latinos.
El sefior Esquivel se pronuncié en desacuerdo con la mocién en debate, que trata de establecer
en Costa Rica, el sistema semiparlamentario. El sistema —dijo—, implica una intromisién indebida
de un Poder en otro. Aiiadié que el sistema propende a mantener al pais en constante agitacién
politica, lo que va contra la mente del acuerdo de la Asamblea, al suprimir las elecciones de
medio periodo. Con este sistema la Cdmara se convertird en un verdadero centro de agitaciones
politicas. Por otra parte, la democracia costarricense no estd preparada para vivir este sistema
semiparlamentario, cuya eficiencia es dudosa, aun en aquellos paises donde se ha adoptado.
Los Diputados Acosta Jiménez y Volio Sancho se manifestaron de acuerdo con la mocién plan-
teada. El primero dijo que el sistema semiparlamentario no significaba en absoluto, una medida
atentatoria contra el régimen democrdtico. Al contrario, tiende a fortalecerlo, pues el ministro
que no cumpla su funcién o cometa algin grave desacierto, tiene la obligacién de rendir cuentas
ante una Asamblea de eleccién popular. Aun mds, el sistema es hasta beneficioso para el pro-
pio Presidente, pues de esta manera podré deshacerse de un Ministro torpe. Tampoco supone
una intromisién de un Poder en ofro. El segundo, expresé que él habia sido uno de los més
fervientes partidarios de que en el Proyecto del 49, se incluyera ese principio, mediante el cual
los Ministros de Gobierno tienen que rendir cuenta ante la Asamblea de sus actos. El sistema
no tiene nada de antidemocrético. Todo lo contrario, el procedimiento rima con los més puros
principios democrdticos, pues se persigue que la Asamblea examine la conducta de los funcio-
narios publicos, como son los Ministros. Ademds el voto de censura a un Ministro no vendria por
motivos baladies, sino por razones poderosas, cuando un Ministro ha cometido graves errores
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que perjudiquen a los intereses nacionales. Terminé diciendo que si los funcionarios piblicos son
responsables ante los Tribunales, con mds razén lo deben ser ante una Asamblea Popular.

Quedando en el uso de la palabra el Representante Fournier y por avanzada la hora, el
sefor Presidente terminé la sesién a las seis y cuarenta y cinco de la noche.— Marcial Rodriguez
Conejo, Presidente.— Fernando Vargas Ferndndez, Primer Secretario.— Gonzalo Ortiz Martin,
Segundo Secretario.
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Nota

*

Obsérvese que en el acta no se consigna cédmo se voté en definitiva este inciso 16) que estaba en discusién,
porque de pronto el acta continia con la discusién del inciso siguiente, o sea el 17).

La mocién de los Social Demécratas es una innovacién tendiente a establecer en nuestro pais un “sistema se-
miparlamentario”, como lo anuncia el Constituyente Fernando Fournier. En torno a esta propuesta se desarrolla
un interesante debate. Los que la adversan —el Lic. Ricardo Esquivel, entre otros— la califican de “intromisién
indebida de un Poder en otro”.

Como la mocién incluye la potestad legislativa para dar “votos de censura” a los Ministros de Gobierno, se
plantea en el debate la cuestidn de si la censura automdticamente obliga al Ministro censurado a renunciar.
Aungque la obligatoriedad de la renuncia no se incorpora al texto de la mocién aprobada, prevalece entre los
sefiores Constituyentes el criterio de que el Ministro censurado si debe renunciar.

La institucién del voto de censura a los Ministros de Gobierno genera un interesante debate en la prensa no-
cional, pues el pais estd frente a una innovacién constitucional, que divide las opiniones. De los comentarios y
articulos que se producen, es interesante destacar el que escribe el brillante periodista de antafio, Joaquin Var-
gas Coto, columna vertebral del diario La Nacién del que es editorialista y columnista de méritos indiscutibles.
De su articulo publicado el 20 de mayo de 1949, destacamos los siguientes parrafos:

“La pregunta que se formula ante el voto de censura es la siguiente: zle aportard algin beneficio ese sistema
que va a ensayarse... si se dice que si, digase por qué. Yo digo que no y aduzco razones. Dada nuestra indole
politiquera, y quien dice politiquera dice intrigante y personalista, en cuanto los diputados se acostumbren
y vean que tienen ese mampuesto para disparar sobre los ministros, van a estarlo aprovechando en cuantas
oportunidades se presente. Obtengan o no el voto de censura, las fuerzas oposicionistas del gobierno, determi-
nadas a estropearle su labor, se mantendrdn al atisbo constantemente, como cazadores en su puesto, en espera
de que se les ponga a tiro de venado, para promover un alboroto cuantas veces puedan... algunos sostienen
que se puede formular un voto de censura sin que apareje la dimisién del censurado. En primer lugar, no se ve
cémo un ministro que ha recibido un voto de censura puede continuar en el cargo. La mds elemental delicadeza
personal le ordena coger el sombrero e irse para su casa. Pero hay algo més: 3no alcanza el voto de censura
al Presidente de la Repuiblica?... Y si (el Presidente) se solidariza con el ministro censurado?... Si la censura
apareja la caida es gravisimo para todo el Ejecutivo, porque es una censura a su politica y si no, spara qué
el voto de censura, que resultaria inoperante, o inocuo?... Se dird que el Presidente siempre tendrd mayoria
sumisa en la Asamblea Legislativa y que los dos fercios para la censura son imposibles. Entonces la enmienda
es inttil. 3por qué ha de mantenerse si no sirve?”






